
landose. por no ser conformes a derecho los' actos impugnados, 
reconociéndose en su lugar el derecho que asiste a la funcio­
narla recurrente a que se le abone durante el año mil novecien­
tos setenta y ocho el importe de los trienios devengados como 
Auxiliar diplomado á razón de mil doscientas pesetas cada trie­
nio en vez de a ochocientas pesetas, que por seis trienios arroja 
la suma total de treinta y tres mil seiscientas pesetas, incluidas 
las dos pagas extraordinarias, y en el año mil novecientos seten­
ta y nueve, a razón de mil trescientas treinta y dos pesetas 
trienio en vez de a ochocientas ochenta y ocho, por seis trienios 
que tiene, suma la cantidad de treinta y siete mil doscientas 
noventa y seis pesetas, ascendiendo la totalidad de la cantidad 
reclamada como Auxiliar a setenta mil ochocientas noventa y 
seis pesetas. Y a la misma recurrente por trienios de Oficial, du­
rante el año mil novecientos setenta y ocho, el importe de los 
devengados durante dicho año, a razón de mil seiscientas pese­
tas mensuales, en vez -de mil doscientas, cada trienio, que por 
tres-trienios arroja la suma de dieciséis mil ochocientas pesetas, 
incluidas las dos pagas extraordinarias", y en el año mil nove­
cientos setenta y nueve, a razón de mil setecientas setenta y seis 
pesetas por trienio mensual, en vez de a mil trescientas treinta' 
y dos, ya que, teniendo en cuenta que desde el mes de septiem­
bre obtuvo la recurrente su cuarto trienio, arroja la suma de 
veinte mil ochocientas sesenta y ocho pesetas, por lo que as­
ciende la totalidad de la cantidad reclamada, tanto de Auxiliar 
como de Oficialía ciento ocho mil quinientas sesenta y cuatro 
pesetas. Condenando a la Administración demandada ál pago 
de las cantidades dejadas de percibir durante los indicados años 
mil novecientos setenta y ocho y mil novecientos setenta y nue­
ve, diferencias entre lo percibido por este concepto durante los 
dos años citados y lo que realmente le corresponde, sin expresa 
condena en costas.

Firme que sea esta sentencia y con testimonio de ella, de­
vuélvase el expediente administrativo al Centro de procedencia.

Así por esta nuestra sentencia," lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.—Firmada y rubricada.

Publicada en el mismo día de su fecha.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo es­
tablecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que 
se cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y- efectos. .
Dios guarde, a V. I.
Madrid, 7 de junio de 1982.

CABANILLAS GALLAS

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

MINISTERIO DE DEFENSA

19058 ORDEN 111/01156/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 28 de abril 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Juan José Gallego Pérez, Bri­
gada de Ingenieros.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Juan José Gallego 
Pérez, quien postula por sí mismo, y de otra, como demanda­
da, la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar' de 23 de diciembre de 1980, se ha dictado sen­
tencia con fecha 28 de abril de 1982, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que, estimando parcialmente el recurso interpues­
to por don Juan José Gallego Péraez contra acuerdos del Con­
sejo Supremo de Justicia Militar de veintitrés de diciembre 
de mil novecientos ochenta, sobre haber pasivo de retiro, dima­
nante del Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular y anulamos los referidos acuerdos, como dis­
conformes a derecho, y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente, con efectos Je uno de abril de m;l novecientos 
setenta y ocho y sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la" "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades, que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa

número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de junio dé 1982.—P. D., el Secretarlo general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de 
Justicia Militar.

19059 ORDEN 111/01157/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 de febrero 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Aureliano Montero Montero, 
Brigada del Ejército.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Aureliano 
Montero Montero, Brigada del Ejército, _uien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida ñor el Abogado del Estado, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 15 de junio de 1979 
y 27 de octubre d, 1980, se ha dictado sentencia con fecha 16 
de febrero de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Aureliano Montero contra resoluciones 
del Ministerio de Defensa de quince de junio de mil novecientos 
setenta y nueve y veintisiete de octubre de mil novecientos 
ochenta,-las dejamos sin efecto como no ajustadas a derecho, 
reconociendo al recurrente que el empleo que hubiera podido 
alcanzar de haber continuado en activo es el de Capitán de 
la Escala Auxiliar, condenando a la Administración a recono­
cerlo así, con las consecuencias inherentes a tal declaración, a 
efectos de fijación de edad de retiro con los trienios correspon­
dientes y señalamiento de haber pasivo, sin hacer expresa 
imposición de costas. \

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1066, y en uso. de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 5-1/1982, de 16 de marzo, dispongo que 'se cumpla en sus 
propios términos la expresad* sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 dé junio de.1982.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor de Ejército
(JEME).

19060 ORDEN 111/01158/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 13 de abril 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Agustín González-Nieto López, 
Brigada de Aviación.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta dei Tribunal Supremo, 
entge partes, de una, comó demandante, don Agustín González- 
Nieto López, quien postula por sí mismo, y de otra, como de­
mandada, la Administración Pública, representada y defendida 
por el Abogada del Estado, contra acuerdos de Consejo Su­
premo de Justicia Militar de 14 de marzo de 1979 y de 11 de fe­
brero de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 13 de abril 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue: '

«Fallamos: Que, estimando parcialmente el recurso interpues­
to por don Agustín González Nieto López contra acuerdos del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de catorce de marzo de 
mil novecientos setenta y nueve y de onoe de febrero de mil 
novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro, dima­
nante del Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular • anulamos ios referidos acuerdos como discon-, 
formes a derecho, y en su lúgar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente, con efectos de uno de abril de mil novecientos 
setenta y ocho, y sin especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en ia "Colección Legis­
lativa”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27
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de diciembre de 1956, y en uso de las facultade: que me con­
fiere ei artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V; E. muchos años.
Madrid, 3 de junio de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
le Bey y Teus.

Excmo Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

19061 ORDEN 111/01159/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 9 de marzo 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Luis Rodríguez del Canto, 
Guardia Civil, retirado.

' Excmo. 3r.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Luis 
Rodríguez del Canto, Guardia Civil, retirado, quien postula por 
sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pú­
blica, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 31 de julio 
de 1979 y 4 de julio de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 9 
de marzo de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos terminado el presente procedimiento 
instado por don Luis Rodríguez del Canto, y con posterioridad, 
y por fallecimiento de aquél, por su hija doña Manolita. Ro­
dríguez Guiguez, dada la satisfacción extraprocesal recibida en 
su día por el recurrente al haberse accedido a sus preten­
siones pe la Order del Ministerio de' Defensa número 
111/00631/80, de catorce de julio de mil novecientos ochenta 
(«Diario Oficial» ciento ochenta y cinco/mil novecientos ochen­
ta), y no hacemos expresa imposición de costas, Procédase ai 
archivo del presente recurso y devuélvase el expediente admi­
nistrativo al Ministerio do Defensa.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E 
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de junio de 1982, P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social; Miguel Martínez- 
Vara de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

19062 ORDEN 111/01160/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 14 de enero 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Salvador Jover Marhuenda, Ca­
bo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, do una, como demandante, don Salva­
dor Jover Marhuenda, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por ei Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 30 de agosto de 1979 y 7 de octubre 
de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 14 de enero de 1982, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos el recurso interpuesto por don 
Salvador Jover Marhuenda contra resoluciones de] Ministerio 
de Defensa de treinta de agosto de mil novecientos setenta y 
nueve y siete de octubre de mil novecientos ochenta, que anu- 
lamos, declarando que al recurrente corresponde el empleo de 
Capitán a solos efectos prevenidos en el Real Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, condenando a la Administra­
ción a que esté y pase por esta declaración, sin costas.

Asi por esta nuestra sentencia —de la que se unirá certifi
cación al rollo de Sala—, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con- 
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa

número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunica a V. E.
Dios larde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de junio de 1982.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito.

19063 ORDEN 111/01161/1982, de 3 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 19 de enero 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel Cupeiro Acción, ex Ca­
bo de Marinería.

Excmo. Sr. En el recurso contencioso-administrativo segui­
do en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Antonio 
Cupeiro Acción, quien postula per sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de 4 de febrero y 5 de mayo de 1980, 
se ha dictado sentencia con fecha 19 de enero de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por el Procurador don Francisco Al- 
varez del Valle García, en nombre y representación de don 
Manuel Cupeiro Acción, contra las resoluciones de] Ministerio 
de Defensa de cuatro de febrero y cinco de mayo de mil 
novecientos ochenta, dictadas en el expediente administrativo 
a que se refieren estas actuaciones, resoluciones oue anulamos 
por no ser conformes a derecho, y declaramos el derecho que. 
asiste al recurrente a que se le apliquen los - beneficios deí 
Real Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, de seis 
de marzo, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.“ de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus premios términos la expresada sentencia;

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 3 de junio de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez- 
Vara de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado. Mayor de la Armada.

19064 ORDEN 11101162/1982, de 3 de junio, par la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 16 de fe- 
brero de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Antonio de la Esperan­
za Campos y Crespo, Sargento de Artillería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Antonio 
de la Esperanza Campos y Crespo, quien postula por sí mismo 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre? 
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 4 de septiembre de 1979 
y 29 de septiembre de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 
16 de febrero de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso - administrativo 
interpuesto por el Procurador don Pedro Antonio Pardillo La- 
rena, en nombre y representación de don Antonio de la Esperan­
za Campos y Crespo, contra resoluciones del Ministerio de De­
fensa d cuatro de septiembre de mil novecientos setenta y 
nueve y veintinueve do septiembre de mil novecientos ochenta, 
resoluciones que anulamos, por no ser ’ conformes a derecho, 
en cuanto que determinaron, a los efectos del artículo tercero 
del Rea] Decreto-ley seis/mil novecientos setenta y ocho, que 
ei, empleo que le hubiera correspondido al recurrente hubiera 
lu 2 el„de Capitán, y declaramos que tal empleo hubiera sido 
el de Comandante (Escala Complementaria), condenando a la 
Administración a estar y pasar por esta declaración, y no ha­
cemos expresa imposición de costas.
Asi por esta nuestra sentencia —de la que se unirá certificación al rollo de Sala—, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido 
en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me


